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PODER EJECUTIVO

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 10400

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 1º.- LAS disposiciones contenidas en la presente Ley son de or-

den público e interés social y tienen por objeto la prevención, detección 

temprana, atención y erradicación de la violencia familiar y de la violencia 

hacia las mujeres por cuestiones de género en la modalidad doméstica, 

definiendo tanto el marco preventivo como los procedimientos judiciales 

para lograr tal cometido.”

Artículo 2º.- Modifícase el artículo 3º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 3º.- A los efectos de la aplicación de la presente Ley, se entien-

de por violencia familiar toda acción, omisión o abuso dirigido a dominar, 

someter, controlar o agredir la integridad física, psíquica, moral, psicoemo-

cional, sexual y/o la libertad de una persona en el ámbito familiar, aunque 

esa actitud no configure delito.

Se entiende por violencia hacia las mujeres por cuestiones de género 

aquella definida por el inciso a) del artículo 6º de la Ley Nacional Nº 26485.”

Artículo 3º.- Modifícase el artículo 4º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 4º.- QUEDAN comprendidas en este plexo normativo todas aque-

llas personas que sufriesen lesiones o 

 malos tratos físicos o psíquicos por parte de algunos de los integrantes del 

grupo familiar, entendiéndose por tal el surgido del matrimonio, de uniones 

convivenciales o de relaciones afectivas, sean convivientes o no, persista 

o haya cesado el vínculo, comprendiendo ascendientes, descendientes, 

colaterales y afines, como asimismo las mujeres que fueren víctimas de 

violencia de género producida con la modalidad doméstica con el alcance 

previsto en el inciso a) del artículo 6º de la Ley Nacional Nº 26485.”

Artículo 4º.- Modifícase el artículo 5º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 5º.- SE considera afectada toda persona que sufra alguno de los 

siguientes tipos de violencia:

a)	 Violencia física, configurada por todo acto de agresión en el que se 

utilice cualquier parte del cuerpo, algún objeto, arma, sustancia o elemento 

para sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad física de otra perso-

na, encaminado hacia su sometimiento o control, y la que se emplea contra 

el cuerpo produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra 

forma de maltrato o agresión que afecte la integridad física;

b)	 Violencia psicológica o emocional, la que causa daño emocional y 

disminución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo 

personal o que busca degradar o controlar acciones, comportamientos, 

creencias y decisiones mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restric-

ción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación o aislamiento. Inclu-

ye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia 

o sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, 

celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación del dere-

cho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud 

psicológica y a la autodeterminación;

c)	 Violencia sexual, definida como la conducta consistente en actos u 

omisiones que infrinjan burla y humillación de la sexualidad, inducción a la 

realización de prácticas sexuales no deseadas y actitudes dirigidas a ejer-

cer control, manipulación o dominio sobre otra persona. Además, cualquier 

acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso 

genital, del derecho de decidir voluntariamente acerca de la vida sexual 

o reproductiva propia a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza 

o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras 

relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la 

prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata, 

respecto de los cuales esta Ley sólo surte efectos en el ámbito asistencial 

y preventivo, y

d)	 Violencia económica, la que se dirige a ocasionar un menoscabo en 

los recursos económicos o patrimoniales, a través de la perturbación de 

la posesión, tenencia o propiedad de los bienes; la pérdida, sustracción, 

destrucción, retención o distracción indebida de objetos, instrumentos de 

trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimonia-

les; la limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer las 

necesidades o privación de los medios indispensables para vivir una vida 

digna o la limitación o control de los ingresos de la persona en situación de 

EDICIÓN EXTRAORDINARIA
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violencia.”

Artículo 5º.- Modifícase el artículo 7º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 7º.- EL Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o el organis-

mo que lo sustituyere es la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, 

en todo lo que no competa directamente al Poder Judicial de la Provincia 

de Córdoba. A tal efecto, coordinará la planificación con otros organismos 

públicos y privados de la Provincia y los municipios y comunas, tendientes 

a optimizar su objetivo.”

Artículo 6º.- Modifícase el artículo 9º de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 9º.- LOS Juzgados de Niñez, Adolescencia, Violencia Familiar y 

de Género, las Fiscalías de Violencia Familiar, las Fiscalías de Instrucción 

y los Juzgados de Primera Instancia con competencia múltiple, son com-

petentes para entender en los supuestos previstos en el artículo 4º de la 

presente Ley.”

Artículo 7º.- Modifícase el artículo 10 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 10.- LAS Fiscalías de Instrucción son competentes para atender 

en días y horas inhábiles aquellas cuestiones cuyo ámbito se determina en 

el artículo 4º de la presente Ley. A tal efecto, el Ministerio Público determi-

nará el régimen de turnos que fuere menester.

En tales casos la Fiscalía de Instrucción puede disponer, además de las 

medidas urgentes en el marco de las atribuciones que le confiere la Ley 

Nº 8123 -Código Procesal Penal de la Provincia de Córdoba- y las pre-

vistas en el artículo 21 de la presente Ley en forma directa y provisional, 

debiendo informar inmediatamente lo actuado al juez competente en la 

materia, remitiendo a dicho tribunal dentro de las veinticuatro horas de 

tomar intervención, testimonio completo de las actuaciones y de la resolu-

ción adoptada, cualquiera sea. Asimismo, debe comunicar su intervención 

a la Autoridad de Aplicación administrativa. El Juez competente, dentro del 

término máximo de cuarenta y ocho horas de recibidos los antecedentes, 

debe confirmar, modificar o revocar la o las medidas respectivas.”

Artículo 8º.- Modifícase el artículo 11 de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 11.- “LOS juzgados de paz tienen competencia, en sus respecti-

vas jurisdicciones, para entender en las urgencias en materia de violencia 

familiar y de violencia hacia las mujeres por cuestiones de género en la 

modalidad doméstica, debiendo disponer en forma provisoria las medidas 

pertinentes establecidas en esta Ley para la protección de presuntas víc-

timas, quedando obligados a elevar los asuntos al órgano judicial corres-

pondiente de manera inmediata de haber adoptado la medida, o de haber 

tomado conocimiento de los hechos, si no se hubiere dispuesto ninguna.”

Artículo 9º.- Modifícase el artículo 12 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 12.- TODA actuación judicial en materia referida a la presente 

Ley será notificada a la Fiscalía de Instrucción que corresponda, desde 

el inicio, siempre que de los hechos, actos, omisiones, acciones o abusos 

denunciados resulte prima facie la comisión de un delito perseguible de 

oficio.”

Artículo 10.- Modifícase el artículo 14 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 14.- Las personas que se desempeñen en servicios asistenciales, 

policiales, sociales, educativos, de justicia y de salud y, en general, quie-

nes desde el ámbito público o privado, con motivo o en ocasión de sus fun-

ciones, tomen conocimiento de un hecho de violencia  en los términos de 

la presente Ley, o sospechen fundadamente de su existencia, están obliga-

dos a formular de manera inmediata las denuncias que correspondan, aun 

en aquellos casos en que el hecho no configure delito, quedando liberados 

del secreto profesional a tal efecto, si así correspondiere. El denunciante lo 

hará en carácter de identidad reservada.”

Artículo 11.- Modifícase el artículo 15 de la Ley Nº 9283 -de Violencia Fa-

miliar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 15.- LA denuncia puede efectuarse ante las unidades judiciales 

o cualquier otro organismo al que por vía reglamentaria se le otorgue esa 

función. En todas las unidades judiciales de la Provincia como en los orga-

nismos a los que por vía reglamentaria se les otorgue dicha función habrá 

personal capacitado para recepcionar,  orientar y canalizar los reclamos, 

inquietudes y presentaciones relacionadas a la presente Ley, estando obli-

gados a entregar copia de la denuncia. En los supuestos en que la denun-

cia se formalizara ante una dependencia policial e incluso cuando tuviere 

la forma de exposición pero surgieren de la misma posibles hechos de 

violencia comprendidos en esta Ley, corresponderá remitirla de inmediato 

a la autoridad judicial competente.

En toda instancia la víctima puede estar acompañada de persona de su 

confianza, siempre que lo solicitare y con el único objeto de preservar su 

salud física y psicológica. Este derecho le será notificado en el primer acto 

en que la víctima intervenga.”

Artículo 12.- Modifícase el artículo 19 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 19.- EL procedimiento es gratuito, por lo que tanto las actuaciones 

administrativas como judiciales están exentas del pago de sellado, tasas, 

depósito y cualquier otro impuesto. La defensa, representación y patrocinio 

es sin costo alguno para la víctima, para lo cual el Estado, por intermedio 

del Poder Judicial, garantizará dicha prestación a través de la asesoría 

letrada.

A los fines de la presente Ley déjase sin efecto la limitación prevista en 

el artículo 27 de la Ley Nº 7982 -de Asistencia Jurídica Gratuita- y toda 

otra disposición legal o reglamentaria que impida que las víctimas com-

prendidas en las disposiciones del artículo 4º de la presente Ley gocen 

del beneficio de gratuidad en la defensa, representación y patrocinio, con 

fundamento en cuestiones vinculadas a su condición o situación socioe-

conómica.

La tramitación de las actuaciones tiene carácter prioritario y deben rotular-

se como “urgentes”.”

Artículo 13.- Modifícase el artículo 21 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:
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“Artículo 21.- PARA el cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 20 de 

esta Ley, el Juez puede adoptar las siguientes medidas cautelares u otras 

análogas:

a)	 Disponer la exclusión del agresor de la residencia común, indepen-

dientemente de la titularidad de la misma, y la entrega inmediata de sus 

efectos personales, labrándose inventario judicial de los bienes muebles 

que se retiren y de los que permanezcan en el lugar;

b)	 Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la víctima que hubiere 

salido del mismo con motivo de los hechos denunciados y por razones de 

seguridad personal, previa exclusión de la vivienda del presunto agresor;

c)	 Disponer  -inaudita parte- cuando razones de seguridad lo aconsejen, 

el inmediato alojamiento de la o las víctimas en refugios, establecimientos 

hoteleros o similares más cercanos al domicilio de éstas. Asimismo, en 

todos los casos, puede disponer que el alojamiento temporario sea en la 

residencia de familiares o allegados que voluntariamente acepten lo dis-

puesto. La lista de los refugios, establecimientos hoteleros o similares será 

provista por el Tribunal Superior de Justicia y con cargo a la partida presu-

puestaria que anualmente asigne a tal fin el Poder Ejecutivo Provincial;

d)	 Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o 

residencia, lugares de trabajo, estudio, de esparcimiento u otros que fre-

cuente también la víctima;

e)	 Prohibir al agresor comunicarse por cualquier medio -incluso el infor-

mático o cibernético-, relacionarse, entrevistarse o desarrollar cualquier 

conducta similar en relación con la víctima, demás personas afectadas, 

testigos o denunciantes del hecho;

f)	 Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, las que per-

manecerán en custodia en sede judicial, debiendo informar a la Agencia 

Nacional de Materiales Controlados -ANMAC- o el organismo que en el 

futuro lo reemplace a sus efectos;

g)	 En caso que la víctima fuere menor o incapaz puede otorgar su guarda 

provisoria a quien considere idóneo para tal función, si esta medida fuere 

necesaria para su seguridad psicofísica y hasta tanto se efectúe un diag-

nóstico de situación;

h)	 Establecer, si fuere necesario y con carácter provisional, el régimen de 

alimentos, cuidado personal y comunicación mientras se inician, sustan-

cian y resuelven estas cuestiones por el trámite que para ellas prevén las 

normas procedimentales en vigencia;

i)	 Solicitar las acciones previstas en el inciso g) del artículo 33 de la pre-

sente Ley -Programa de Erradicación de la Violencia Familiar-;

j)	 Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabili-

tación;

k)	 Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o tras-

ladar bienes gananciales del régimen de comunidad o los comunes de la 

pareja conviviente;

l)	 Otorgar el uso exclusivo a la víctima de violencia, por el período que 

estime conveniente, del mobiliario de la casa;

m)	 Ordenar la suspensión provisoria del régimen comunicacional;

n)	 Ordenar el traslado por la fuerza pública de la supuesta víctima o fa-

miliares convivientes, cuando existan sospechas serias o indicios de que 

a los mismos se les puede prohibir u obstaculizar su comparecencia al 

Tribunal;

ñ)	 Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la víctima;

o)	 Ordenar a la fuerza pública el acompañamiento de quien padece vio-

lencia a su domicilio para retirar sus efectos personales, y

p)	 Disponer la utilización de todo dispositivo electrónico que ayude a pre-

venir hechos de violencia, conforme las disposiciones y reglamentación del 

Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba.

Sin perjuicio de las medidas enumeradas precedentemente, el juez puede 

adoptar cualquier otra medida que resulte necesaria para hacer cesar la 

situación de violencia.

Las medidas serán adoptadas -inaudita parte- cuando la urgencia del caso 

lo amerite. De lo contrario deben producirse respetando el principio de con-

tradicción, audiencia y defensa mediante trámite sumarísimo, respetando 

el principio de libertad probatoria en beneficio de la víctima.

Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan, modifiquen o dis-

pongan el cese de alguna de las medidas preventivas urgentes o impongan 

sanciones, son apelables dentro del plazo de tres días hábiles. La apela-

ción contra resoluciones que concedan medidas preventivas urgentes se 

concederá sin efecto suspensivo.

La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción o el cese 

de tales medidas se concederá con efecto suspensivo.”

Artículo 14.- Modifícase el artículo 22 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 22.- EN todos los casos previstos en el artículo 21 de esta Ley el 

Juez ordenará, a quién entienda conveniente, la supervisión de su cumpli-

miento, pudiendo requerir el auxilio de la fuerza pública para asegurarlo. 

En un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas de adoptada la medida, 

convocará a una audiencia a los efectos de su evaluación, la que se recep-

tará en un término no mayor a diez días. En caso de incomparecencia de la 

víctima de violencia a la audiencia prevista precedentemente, debe fijarse 

una nueva en un plazo que no puede exceder las setenta y dos horas. Si 

fuere el denunciado quien no concurriere se lo hará comparecer con el 

auxilio de la fuerza pública.

En dicha audiencia escuchará a las partes por separado y ordenará las 

medidas que estime pertinentes.”

Artículo 15.- Modifícase el artículo 23 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 23.- LAS medidas adoptadas tienen el alcance y la duración que 

el Juez disponga, respecto de las cuales debe fijar un plazo conforme a los 

antecedentes que obren en el expediente, plazo que puede ser prorrogado 

cuando perduren situaciones de riesgo que así lo justifiquen. Transcurrido 

el plazo establecido para el cumplimiento de la medida y cuando a tra-

vés de los informes pertinentes o constancia de las actuaciones el juez 

considere asegurada la finalidad perseguida con la misma, el juez puede 

ordenar el archivo de las actuaciones.”

Artículo 16.- Modifícase el artículo 25 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 25.- UNA vez adoptadas las medidas cautelares establecidas en 

el artículo 21 de la presente Ley, el Tribunal interviniente -de oficio- orde-

nará realizar un diagnóstico de situación entre los sujetos involucrados. 

El mismo será elaborado en forma interdisciplinaria y tiene como objeto 

determinar los daños físicos, psíquicos o de cualquier índole sufridos por 

la víctima, evaluar las circunstancias de peligro o riesgo y el entorno social. 

El informe, deberá ser evacuado en un plazo máximo de cuarenta y ocho 
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horas.

El Juez interviniente, a los fines de evitar la revictimización, puede valerse 

de los informes elaborados por los equipos interdisciplinarios de la admi-

nistración pública sobre los daños físicos, psicológicos, económicos o de 

otro tipo sobre la situación de peligro sufrida por la mujer.”

Artículo 17.- Modifícase el artículo 28 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 28.- CUANDO en actuaciones penales se haya dispuesto la pri-

sión preventiva la Fiscalía de Instrucción, el Juzgado de Control, el Juzga-

do de Ejecución Penal o la Cámara del Crimen debe comunicar el cese de 

prisión, recupero de la libertad, la concesión de libertad condicional o de 

salidas transitorias o cualquier forma de conclusión del proceso al juzgado 

competente en materia de violencia familiar, previo a su efectivización.

También debe ponerlo en conocimiento de la víctima en su domicilio real 

y de su letrado en el domicilio constituido, de la forma que entienda más 

eficaz para obtener la finalidad de protección perseguida por esta Ley.”

Artículo 18.- Derógase el artículo 29 de la Ley Nº 9283 -de Violencia

Familiar-.

Artículo 19.- Modifícase el artículo 30 de la Ley Nº 9283 -de Violencia 

Familiar-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 30.- ANTE el incumplimiento de las medidas dispuestas o la rei-

teración de hechos de violencia el tribunal puede imponer al denunciado 

medidas tales como:

a)	   Aplicación de astreintes;

b)	   Realización de trabajos comunitarios en los lugares que se determi-

nen, que consistirán en la prestación de labores a favor de la comunidad 

o del Estado, que se realizarán durante los fines de semana, según la 

profesión, oficio u ocupación del autor. La duración del trabajo comunitario 

podrá determinarse entre un mes a un año y debe ser supervisado por la 

persona o autoridad que el juez designe, quien informará periódicamente, 

y

c)	   Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, educativos 

o terapéuticos tendientes a la modificación de conductas violentas.

Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito 

el juez debe poner el hecho en conocimiento de la Fiscalía de Instrucción 

en turno, además de adoptar las medidas que por derecho correspondan.

Las medidas precedentemente enunciadas no obstan a la aplicación de 

otras sanciones establecidas en el Capítulo VI de la Ley Nº 10326 -Código 

de Convivencia Ciudadana de la Provincia de Córdoba- y que pueda dispo-

ner la autoridad u órgano competente.”

Artículo 20.- Incorpórase como artículo 33 bis de la Ley Nº 9283 -de Vio-

lencia Familiar-, el siguiente:

“Artículo 33 bis.- LAS personas víctimas, conforme el alcance previsto en el 

artículo 4º de la presente Ley, que sean agentes dependientes de cualquie-

ra de los tres Poderes del Estado Provincial, tienen derecho a:

a)	   A que no les sea descontado de su salario el tiempo que conlleve 

la asistencia a audiencias y pericias que se dispusieran en el marco de 

los procesos judiciales previstos en la presente Ley, debiendo acreditar tal 

circunstancia con la certificación emanada del tribunal interviniente, y

b)	   A la movilidad geográfica, conforme lo establezca la reglamentación.

Lo dispuesto en el inciso a) del presente artículo puede hacerse extensivo 

a los parientes de la víctima, de primer o segundo grado de consanguini-

dad, cuando resulte necesario para su acompañamiento.”

Artículo 21.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA LEGISLATURA PROVINCIAL, 

EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA, A LOS DIECISÉIS DÍAS DEL MES DE 

NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.

FDO.: MARTÍN MIGUEL LLARYORA, VICEGOBERNADOR, PRESIDENTE - GUI-

LLERMO CARLOS ARIAS, SECRETARIO  LEGISLATIVO

PODER EJECUTIVO

Decreto Nº 1610

Córdoba, 17 de noviembre de 2016

Téngase por Ley de la Provincia Nº 10.400, cúmplase, protocolícese comu-

níquese, publíquese en el Boletín Oficial, archívese.

FDO.: JUAN SCHIARETTI, GOBERNADOR - LUIS EUGENIO ANGULO, MINISTRO 

DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL 

DE ESTADO

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
 SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 10401

Artículo 1º.- La presente Ley establece aspectos jurisdiccionales y proce-

sales vinculados a la aplicación, en el ámbito de la Provincia de Córdoba, 

de las disposiciones pertinentes de la Ley Nacional 

Nº 26485, cuya adhesión se dispuso mediante Ley Nº 10352, tendiente a 

fortalecer el marco procesal vigente para asegurar a las víctimas de violen-

cia hacia las mujeres por cuestiones de género, una protección integral en 

instancias administrativas y jurisdiccionales, contribuyendo a hacer reales 

y efectivos los principios de equidad consagrados en la Constitución Na-

cional, protegiendo su integridad física, psíquica, sexual, libertad y trato 

igualitario, seguridad y no discriminación por su condición de mujer.

Artículo 2º.- La presente Ley se aplica en los supuestos de violencia hacia 

las mujeres por cuestiones de género, conforme las previsiones del artí-

culo 4º de la Ley Nacional Nº 26485, para los tipos previstos en el artículo 

5º de dicha Ley, y en las modalidades de violencia institucional, laboral, 

contra la libertad reproductiva, obstétrica y mediática contra las mujeres, 

establecidos en el artículo 6º, incisos b), c), d), e) y f), de la Ley Nacional Nº 

26485. En el supuesto de violencia hacia las mujeres por cuestiones de gé-

nero en la modalidad doméstica, previsto en el inciso a) del mismo artículo 

de la citada norma, son de aplicación las previsiones de la Ley Nº 9283.

Artículo 3º.- En todas las actuaciones que se generen por aplicación de la 
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presente Ley debe garantizarse, como mínimo, sin perjuicio de los demás 

derechos reconocidos por la legislación aplicable, conforme lo dispuesto 

por Ley Nacional Nº 26485 y Ley Nº 10352: 

a)	 La gratuidad, por lo que todas están exentas del pago de sellado, ta-

sas, depósito y cualquier otro impuesto;

b)	 La defensa y patrocinio letrado gratuito;

c)	 La reserva de las actuaciones, la intimidad de las víctimas e identidad 

del denunciante y, en general, la confidencialidad de los datos;

d)	 La efectiva protección de los derechos que la norma de fondo busca 

preservar, cuya violación constituye un atentado contra los derechos hu-

manos, de tal manera que la misma sea brindada en tiempo propio, que la 

denuncia no sea merituada atendiendo a prejuicios fácticos sobre la perso-

na afectada y a recibir un trato humanizado evitando la revictimización;

e)	 La amplitud probatoria y la obligación del juez de valorar la prueba con 

perspectiva de género, y

f)	 Que la víctima pueda oponerse a la realización de inspecciones sobre 

su cuerpo por fuera del estricto marco de la orden judicial. En caso de con-

sentirlas y en los peritajes judiciales tiene derecho a ser acompañada por 

alguien de su confianza y a que sean realizados por personal profesional 

especializado y formado con perspectiva de género.

El Estado, por intermedio del Poder Judicial, garantizará la defensa, re-

presentación y patrocinio sin costo alguno para la víctima, a través de la 

asesoría letrada.

A los fines de la presente Ley déjase sin efecto la limitación prevista en 

el artículo 27 de la Ley Nº 7982 -de Asistencia Jurídica Gratuita- y toda 

otra disposición legal o reglamentaria que impida que las víctimas com-

prendidas en las disposiciones del artículo 4º de la presente Ley gocen 

del beneficio de gratuidad en la defensa, representación y patrocinio, con 

fundamento en cuestiones vinculadas a su condición o situación socioe-

conómica.

Artículo 4º.- Toda denuncia debe presentarse ante el juez competente en 

materia de violencia hacia las mujeres por cuestiones de género, la fiscalía 

de instrucción, la unidad judicial o la policía, no siendo obligatorio a tales 

fines la asistencia letrada.

Tanto en sede policial como en las unidades judiciales debe brindarse a la 

víctima atención por parte de personal idóneo y capacitado, informándo-

la adecuadamente acerca de los medios pertinentes para hacer cesar la 

situación de violencia, los derechos que la legislación le confiere, cómo y 

dónde conducirse para ser asistida en el proceso y demás servicios dis-

ponibles.

La autoridad policial debe remitir la presentación al juzgado y fiscalía 

correspondiente en forma inmediata de presentada, estando obligada a 

entregar copia de la denuncia a quien la formula, aun cuando no se cum-

plieren los requisitos formales para salvaguardar la integridad física de la 

víctima.

Toda actuación judicial en materia de violencia de género con los alcances 

previstos en el artículo 2º de la presente Ley, será notificada a la fiscalía 

que corresponda, cuando surgiere la posibilidad de comisión de un delito.

La tramitación de las actuaciones tiene carácter prioritario y deben rotular-

se como “urgentes”.

Artículo 5º.- Las personas que se desempeñen en servicios asistenciales, 

policiales, sociales, educativos, de justicia y de salud y, en general, quie-

nes desde el ámbito público o privado, con motivo o en ocasión de sus fun-

ciones, tomen conocimiento de un hecho de violencia  en los términos de 

la presente Ley, o sospechen fundadamente de su existencia, están obliga-

dos a formular de manera inmediata las denuncias que correspondan, aun 

en aquellos casos en que el hecho no configure delito, quedando liberados 

-en las hipótesis que correspondan- del secreto profesional a tal efecto.

Artículo 6º.- La Autoridad de Aplicación de la Ley Nº 10352, por razones 

de seguridad personal de la víctima y hasta tanto se concrete la interven-

ción judicial, puede disponer la aplicación de la medida prevista en el artí-

culo 11, inciso i), de la presente Ley.

 

Artículo 7º.- Los Juzgados de Niñez, Adolescencia, Violencia Familiar y 

de Género y los Juzgados de Primera Instancia con competencia múltiple, 

son competentes para entender en cuestiones de violencia hacia las mu-

jeres por cuestiones de género, conforme lo previsto en el artículo 2º de 

la presente Ley.

La Fiscalía de Instrucción es competente para atender dichas cuestiones 

en los días y horas inhábiles. A tal efecto, el Ministerio Público determinará 

el régimen de turnos que fuere menester.

En tales casos la Fiscalía de Instrucción puede disponer, además de las  

medidas urgentes en el marco de las atribuciones que le confiere la Ley 

Nº 8123 -Código Procesal Penal de la Provincia de Córdoba-, las previstas 

en el artículo 11 de la presente Ley en forma directa y provisional, debien-

do informar inmediatamente lo actuado al juez competente en la mate-

ria, remitiendo a dicho Tribunal dentro de las veinticuatro horas de tomar 

intervención, testimonio completo de las actuaciones y de la resolución 

adoptada, cualquiera sea. Asimismo, deberá comunicar su intervención a 

la Autoridad de Aplicación administrativa. El Juez competente, dentro del 

término máximo de cuarenta y ocho horas de recibidos los antecedentes, 

debe confirmar, modificar o revocar la o las medidas respectivas.

No pueden suscitarse cuestiones de competencia por razones de turno, re-

sultando siempre competente el juez del domicilio de la víctima, quedando 

prohibida la recusación sin causa.

Artículo 8º.- Los juzgados de paz tienen competencia, en sus respecti-

vas jurisdicciones, para entender en las urgencias en materia de violencia 

hacia las mujeres por cuestiones de género, debiendo disponer en forma 

provisoria las medidas pertinentes establecidas en esta Ley, quedando 

obligados a elevar de manera inmediata las actuaciones al órgano judicial 

competente.

Artículo 9º.- Las denuncias pueden ser efectuadas por:

a)	 La mujer que se considere afectada o su representante legal, sin res-

tricción alguna;

b)	 La niña o adolescente afectada, directamente o a través de sus re-

presentantes legales, de acuerdo a lo establecido en la Ley Nacional Nº 

26061 -de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-

lescentes-, en la Ley Nº 9944 -de Promoción y Protección Integral de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes en la Provincia de Córdoba- y 

en el Código Civil y Comercial de la Nación;

c)	 Cualquier persona cuando la afectada tenga capacidad restringida o 

incapacidad o que por su condición física o psíquica no pudiese formularla. 

En especial están obligados a hacerla sus representantes legales, los obli-

gados por alimentos o el Ministerio Público;

d)	 Un tercero. Siendo la víctima mayor de edad, el juez puede aceptar la 

presentación cuando considere verosímil la denuncia, debiendo en tal caso 

citar a la víctima, requiriéndole si tiene voluntad de denunciar y, en su caso, 

ratifique los términos de la denuncia. De no ser así se ordenará el archivo, 

salvo los casos de delitos de acción pública;

e)	 En los casos de violencia sexual, la mujer mayor de edad que la haya 

padecido es la única legitimada para hacer la denuncia. Cuando la misma 
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fuere efectuada por un tercero, se citará a la mujer para que manifieste si 

tiene voluntad de denunciar y, en su caso, ratifique o rectifique en vein-

ticuatro horas de recibida la denuncia. La autoridad judicial competente 

tomará los recaudos necesarios para preservar el derecho a la intimidad, 

dignidad y libertad corporal de la víctima;

f)	 Las asociaciones civiles sin fines de lucro reconocidas en legal forma, 

que tengan como objeto social único la defensa de los intereses de la mu-

jer, en acciones de naturaleza colectiva, y

g)	 Los sindicatos con personería gremial respecto a las trabajadoras que 

correspondan a su actividad, profesión, oficio o industria, que fueren vícti-

mas de violencia laboral.

Artículo 10.- En todos los casos se evitará la revictimización de la mujer 

en situación de violencia, tratando que agresor y víctima no se encuentren, 

la no reiteración innecesaria del relato de los hechos, procurando la no 

exposición pública de la persona afectada y toda otra manifestación que 

la configure.

Se prestará especial atención a las particularidades o características dife-

renciales que agraven el estado de vulnerabilidad de las mujeres víctimas, 

tales como la edad, la condición socioeconómica y el origen étnico, racial 

o religioso.

En toda instancia la víctima puede estar acompañada de persona de su 

confianza, siempre que lo solicitare y con el único objeto de preservar su 

salud física y psicológica. Este derecho le será notificado en el primer acto 

en que la víctima intervenga.

Artículo 11.- En todos los procedimientos relacionados con violencia hacia 

las mujeres por cuestiones de género, en cualquiera de sus tipos o moda-

lidades, salvo la doméstica prevista en el artículo 6º de la Ley Nacional Nº 

26485, el juez o el fiscal de instrucción debe pronunciarse, de oficio o a ins-

tancia de parte interesada, y por resolución fundada, sobre la pertinencia 

de la adopción de medidas cautelares y de aseguramiento, determinando 

su plazo y régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas comple-

mentarias que fueran necesarias.

Entre otras, puede disponer las siguientes:

a)	 Ordenar la prohibición de acercamiento del presunto agresor al lugar 

de residencia, trabajo, estudio, esparcimiento o a los lugares de habitual 

concurrencia de la mujer que padece violencia;

b)	 Ordenar al presunto agresor que cese en los actos de perturbación o 

intimidación que, directa o indirectamente, realice hacia la mujer;

c)	 Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o 

residencia, lugares de trabajo, estudio u otros que frecuente también la 

víctima;

d)	 Prohibir al agresor comunicarse por cualquier medio -incluso el infor-

mático o cibernético-, relacionarse, entrevistarse o desarrollar cualquier 

conducta similar en relación con la víctima, demás personas afectadas, 

testigos o denunciantes del hecho;

e)	 Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la parte 

peticionante, si ésta se ha visto privada de los mismos;

f)	 Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas de fuego y 

ordenar la incautación de las que estuvieren en su posesión;

g)	 Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o ejerce 

violencia, asistencia médica o psicológica a través de los organismos pú-

blicos y organizaciones de la sociedad civil con formación especializada en 

la prevención y atención de la violencia contra las mujeres;

h)	 Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer;

i)	 Ordenar todo tipo de informes que crea pertinentes sobre la situación 

denunciada y requerir el auxilio y colaboración de las instituciones que 

atendieron a la víctima de violencia;

j)	 Ordenar todo tipo de informes socioambientales y multidisciplinarios a 

los fines de abordar la problemática y, si fuere necesario, requerir el auxilio 

y colaboración de las instituciones que atendieron a la víctima de violencia;

k)	 Disponer, por razones de seguridad, el inmediato alojamiento de la 

víctima en los hogares de protección temporal. Puede hacerlo también en 

establecimientos hoteleros o similares. También puede autorizar el aloja-

miento temporario en residencias de familiares o allegados de la víctima 

que voluntariamente acepten lo dispuesto;

l)	 En la hipótesis de violencia mediática en los términos del artículo 6º, 

inciso f), de la Ley Nacional Nº 26485, debe comunicar al organismo pú-

blico competente para el contralor del medio de comunicación de que se 

trate, a fin de que adopte las medidas que estime pertinentes en el marco 

de su competencia y que tiendan a asegurar un tratamiento de la mujer 

conforme con los principios y valores de la mencionada Ley;

m)	 Hacer cesar la medida administrativa o patronal que provoque violen-

cia de género en contra de la mujer damnificada;

n)	 Establecer astreintes para quien pudiendo o debiendo hacerlo, no im-

pida o no haga cesar inmediatamente un acto o acción de violencia de 

género;

ñ)	 Restituir las cosas al estado anterior a la violencia sufrida, si así lo 

requiriese la víctima;

o)	 Disponer reglas de conducta que resulten adecuadas para prevenir la 

comisión de nuevas infracciones y toda otra medida que considere conve-

niente, y

p)	 Ordenar cualquier otra medida necesaria y oportuna para garantizar 

la seguridad de la víctima y su grupo familiar y hacer cesar la situación de 

violencia.

Artículo 12.- Las medidas previstas en el artículo 11 de este Ley serán 

adoptadas inaudita parte cuando la urgencia del caso lo amerite. De lo con-

trario deben producirse respetando el principio de contradicción, audiencia 

y defensa, en cuyo caso es de aplicación el trámite incidental previsto en 

el artículo 99 de la Ley Nº 10305 -Código de Procedimiento de Familia de 

la Provincia de Córdoba-.

Artículo 13.- El tribunal requerirá el auxilio de la fuerza pública para ase-

gurar el cumplimiento de las medidas judiciales dispuestas en caso de ser 

menester, a la vez que podrá valerse de los medios técnicos o tecnológicos 

que fueren de utilidad y que coadyuven al logro del fin perseguido por las 

mismas o para constatar su acatamiento.

En función de la situación fáctica relatada y eventualmente constatada, 

la valoración del riesgo y las reglas de la experiencia, el tribunal fijará el 

tiempo de duración de las medidas dispuestas, pudiendo prorrogar su vi-

gencia o completarla con otras, conforme vaya surgiendo del trámite de 

las actuaciones y de los antecedentes judiciales o policiales de la persona 

denunciada, los cuales serán requeridos a las autoridades competentes.

Artículo 14.- El tribunal interviniente requerirá un informe de un equipo 

interdisciplinario que pertenezca al Poder Judicial o a la Administración 

Pública. El equipo debe estar integrado por profesionales especializados 

en la problemática de la violencia de género.

El informe debe ser evacuado en un plazo de cuarenta y ocho horas.

Artículo 15.- El tribunal fijará una audiencia escuchando a las partes por 

separado, dentro de las cuarenta y ocho horas de ordenadas las medidas 

enunciadas en el artículo 11 de esta Ley o, si no se adoptara ninguna de 

ellas, del momento que tomó conocimiento de la denuncia.
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En todos los trámites relacionados con los casos de violencia está prohibi-

da la mediación o conciliación.

Artículo 16.- En caso de incomparecencia de la víctima de violencia a la 

audiencia prevista en el artículo 15 de esta Ley, debe fijarse una nueva en 

un plazo que no puede exceder las setenta y dos horas.

Si fuere el denunciado quien no concurriere se lo hará comparecer con el 

auxilio de la fuerza pública.

Artículo 17.- Ante el incumplimiento de las medidas dispuestas o la reite-

ración de hechos de violencia, el tribunal puede disponer medidas tales 

como:

a)	 Aplicación de astreintes;

b)	 Realización de trabajos comunitarios en los lugares que se determi-

nen, que consistirán en la prestación de labores a favor de la comunidad 

o del Estado, que se realizarán durante los fines de semana, según la 

profesión, oficio u ocupación del autor. La duración del trabajo comunitario 

podrá determinarse entre un mes a un año y debe ser supervisado por la 

persona o autoridad que el juez designe, quien informará periódicamente;

c)	 Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, educativos o 

terapéuticos tendientes a la modificación de conductas violentas.

Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito, 

el juez debe poner el hecho en conocimiento de la fiscalía de instrucción 

en turno, además de adoptar las medidas que por derecho correspondan.

Las medidas precedentemente enunciadas no obstan a la aplicación de 

otras sanciones establecidas en el Capítulo VI de la Ley Nº 10326 -Código 

de Convivencia Ciudadana de la Provincia de Córdoba- y que pueda dispo-

ner la autoridad u órgano competente.

Artículo 18.- Durante el trámite de la causa el tribunal debe controlar la 

eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, disponiendo todo aquello 

que considere necesario para su aseguramiento.

Transcurrido el plazo establecido para el cumplimiento de la medida y, 

cuando a través de los informes pertinentes, el juez considere asegurada 

la finalidad perseguida con la misma, el juez puede ordenar el archivo de 

las actuaciones.

Artículo 19.- Tras la denuncia del hecho delictivo constitutivo de violencia 

hacia las mujeres por cuestiones de género, el Fiscal de Instrucción actua-

rá conforme lo dispuesto en el artículo 7º de la presente Ley.

Asimismo, cuando se haya dispuesto la prisión preventiva, el Juez de Con-

trol, el de Ejecución Penal, el Fiscal de Instrucción o la Cámara del Crimen, 

según el caso, debe comunicar el cese de prisión, la libertad condicional, 

la concesión de salidas transitorias o cualquier forma de conclusión del 

proceso al juzgado interviniente, previo a su efectivización. También debe 

ponerlo en conocimiento de la víctima en su domicilio real y de su letrado 

en el domicilio constituido, en la forma que entienda más eficaz para obte-

ner la finalidad de protección perseguida por esta Ley.

Artículo 20.- Sin perjuicio de continuar con el trámite de la causa y las me-

didas provisorias que hubiere adoptado, cuando de las actuaciones surja la 

comisión de hechos presuntamente delictivos, el tribunal con competencia 

en las cuestiones de violencia contempladas por la presente, debe comuni-

car de forma inmediata dicha circunstancia a la fiscalía de instrucción que 

le corresponda intervenir. Para los delitos de instancia privada se requerirá 

el expreso consentimiento de la víctima, o de su representante legal en el 

caso de menores o incapaces.

Artículo 21.- Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan, mo-

difiquen o dispongan el cese de alguna de las medidas preventivas urgen-

tes o impongan sanciones, son apelables dentro del plazo de tres días há-

biles. La apelación contra resoluciones que concedan medidas preventivas 

urgentes se concederá sin efecto suspensivo.

La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción o el cese 

de tales medidas se concederá con efecto suspensivo.

Artículo 22.- Las mujeres víctimas de violencia de género que sean agen-

tes dependientes de cualquiera de los tres Poderes del Estado Provincial, 

tienen derecho a:

a)	 A que no les sea descontado de su salario el tiempo que conlleve la 

asistencia a audiencias y pericias que se dispusieran en el marco de los 

procesos judiciales previstos en la presente Ley, debiendo acreditar tal cir-

cunstancia con la certificación emanada del tribunal interviniente, y

b)	 A la movilidad geográfica, conforme lo establezca la reglamentación.

Lo dispuesto en el inciso a) del presente artículo podrá hacerse extensivo a 

los parientes de la víctima, de primer o segundo grado de consanguinidad, 

cuando resulte necesario para su acompañamiento.

Artículo 23.- Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, la victima 

podrá ejercer las acciones o reclamar la reparación pertinente por la vía y 

por ante quien corresponda, de acuerdo a la naturaleza de los derechos 

involucrados  y  según las normas comunes que rigen la materia.

Artículo 24.- La presente Ley es de orden público y su aplicación no afec-

tará el ejercicio de los derechos que correspondan a la mujer conforme a 

otros ordenamientos jurídicos, en virtud de los principios “pro homine” y “de 

no regresividad” que rigen en materia de derechos humanos, a los fines de 

prevenir y eliminar cualquier forma de violencia contra la mujer.

Artículo 25.- Son de aplicación supletoria los regímenes procesales que 

correspondan, según los tipos y modalidades de violencia denunciados, 

debiendo ser aplicadas las normas del proceso más sumario previsto en 

cada ordenamiento, cuando no hubiera un procedimiento específico esta-

blecido y en todo lo que no se oponga a la presente Ley.

Artículo 26.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA LEGISLATURA PROVINCIAL, 

EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA, A LOS DIECISÉIS DÍAS DEL MES DE 

NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.

FDO.: MARTÍN MIGUEL LLARYORA, VICEGOBERNADOR, PRESIDENTE - GUI-

LLERMO CARLOS ARIAS, SECRETARIO  LEGISLATIVO

PODER EJECUTIVO

Decreto Nº 1611

Córdoba, 17 de noviembre de 2016

Téngase por Ley de la Provincia Nº 10.401, cúmplase, protocolícese comu-

níquese, publíquese en el Boletín Oficial, archívese.

FDO.: JUAN SCHIARETTI, GOBERNADOR - LUIS EUGENIO ANGULO, MINISTRO 

DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL 

DE ESTADO
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
 SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 10402

Artículo 1º.- Créanse, en la Primera Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Córdoba, tres Juzgados de Niñez, Adolescencia, Violencia 

Familiar y de Género, con dos Secretarías cada uno, que serán designa-

dos de Quinta, Sexta y Séptima Nominación, respectivamente.

Artículo 2º.- Créase, en la Segunda Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Río Cuarto, un Juzgado de Niñez, Adolescencia, Violencia 

Familia y de Género, con dos Secretarías, que será designado de Segunda 

Nominación.

Artículo 3º.- La estructura de cada Juzgado de Niñez, Adolescencia, Vio-

lencia Familiar y de Género de la Primera Circunscripción Judicial con 

asiento en la ciudad de Córdoba y de la Segunda Circunscripción Judicial 

con asiento en la ciudad de Río Cuarto, será la que determine el Tribunal 

Superior de Justicia a sus efectos.

Artículo 4º.- A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley los ac-

tuales Tribunales nominados como Juzgados de Niñez, Adolescencia y 

Violencia Familiar, pasarán a llamarse Juzgados de Niñez, Adolescencia, 

Violencia Familiar y de Género, manteniendo la nominación correspon-

diente.

Artículo 5º.- Créanse, en la Primera Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Córdoba, dos Asesorías Letradas con competencia en Ni-

ñez, Adolescencia, Violencia Familiar y de Género que serán designadas 

de Noveno y Décimo Turno, respectivamente. El Tribunal Superior de Justi-

cia establecerá la estructura de las mismas.

A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley la competencia mate-

rial de las Asesorías Letradas con competencia en materia de niñez, ado-

lescencia y violencia familiar incluye todas las cuestiones de violencia de 

género.

Artículo 6º.- Créase, en la Segunda Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Río Cuarto, una Asesoría Letrada con competencia en Ni-

ñez, Adolescencia, Violencia Familiar y de Género que será designada de 

Segundo Turno. El Tribunal Superior de Justicia establecerá la estructura 

de la misma.

A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley la Asesoría Letrada 

con competencia en materia de niñez, adolescencia y violencia familiar, 

será designada de Primer Turno e incluye la competencia material en todas 

las cuestiones de violencia de género.

Artículo 7º.- Créanse, para las circunscripciones judiciales del interior, cin-

co Asesorías Letradas con competencia en Niñez, Adolescencia, Violencia 

Familiar y de Género. El Tribunal Superior de Justicia resolverá sobre sus 

estructuras, establecerá la competencia territorial de cada una de ellas y 

determinará el asiento de su sede, pudiendo disponer que las mismas re-

vistan el carácter de asesorías letradas fijas o móviles, atendiendo a las 

necesidades del servicio, a cuyo fin reglamentará lo pertinente para garan-

tizar el funcionamiento de las mismas.

A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la competencia ma-

terial de las Asesorías Letradas con competencia en materia de Niñez, 

Adolescencia y Violencia Familiar, incluye todas las cuestiones de violencia 

de género.

Artículo 8º.- El Tribunal Superior de Justicia dictará las demás normas que 

aseguren el cumplimiento de la presente Ley.

Asimismo, podrá disponer en cualquier Circunscripción Judicial, la creación 

de Secretarías con afectación específica en materia de violencia familiar y 

de género, conforme a criterios de necesidad, oportunidad y conveniencia.

Artículo 9º.- Los tribunales que en el ámbito de la Provincia de Córdoba 

tienen competencia en materia de violencia familiar pasarán a tener tam-

bién competencia en materia de violencia de género, en función de las mo-

dificaciones introducidas en la Ley Nº 9283 y la adhesión a la Ley Nacional 

Nº 26485 dispuesta por Ley Nº 10352.

Artículo 10.- Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a realizar los ajustes 

presupuestarios necesarios para cumplimentar las disposiciones de la pre-

sente Ley.

Artículo 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA LEGISLATURA PROVINCIAL, 

EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA, A LOS DIECISÉIS DÍAS DEL MES DE 

NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.

FDO.: MARTÍN MIGUEL LLARYORA, VICEGOBERNADOR, PRESIDENTE - GUI-

LLERMO CARLOS ARIAS, SECRETARIO  LEGISLATIVO

PODER EJECUTIVO

Decreto Nº 1612

Córdoba, 17 de noviembre de 2016

Téngase por Ley de la Provincia Nº 10.402, cúmplase, protocolícese comu-

níquese, publíquese en el Boletín Oficial, archívese.

FDO.: JUAN SCHIARETTI, GOBERNADOR - LUIS EUGENIO ANGULO, MINISTRO 

DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL 

DE ESTADO

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
 SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 10403

Artículo 1º.- Suprímense el Juzgado Correccional de Primera (1a) Nomi-

nación, el Juzgado Correccional de Segunda (2a) Nominación, el Juzga-

do Correccional de Tercera (3a) Nominación y el Juzgado Correccional de 

Cuarta (4a) Nominación de la Primera Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Córdoba. Las causas allí radicadas serán de competencia 

de las Cámaras en lo Criminal y Correccional referidas en el segundo pá-

rrafo del artículo 7º de la presente Ley.

Artículo 2º.- Suprímese el Juzgado de Faltas de Primera (1a) Nominación 

de la Primera Circunscripción Judicial con asiento en la ciudad de Córdoba.

Artículo 3º.- Suprímense la Fiscalía Correccional de Primera (1a) Nomina-

ción, la Fiscalía Correccional de Segunda (2a) Nominación, la Fiscalía Co-

rreccional de Tercera (3a) Nominación y la Fiscalía Correccional de Cuarta 
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(4a) Nominación de la Primera Circunscripción Judicial con asiento en la 

ciudad de Córdoba.

Artículo 4º.- Créanse en la Primera Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Córdoba, dos Juzgados de Control y Faltas, los que se 

denominarán respectivamente Juzgado de Control y Faltas Nº 9 y  Juzga-

do de Control y Faltas Nº 10, que tendrán la competencia que tienen los 

Juzgados de Control y el Juzgado de Faltas que se suprimen conforme lo 

dispuesto por la presente Ley.

 

Artículo 5º.- A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley el Juzga-

do de Control Nº 2, el Juzgado de Control Nº 3, el Juzgado de Control Nº 4, 

el Juzgado de Control Nº 5, el Juzgado de Control Nº 6, el Juzgado de Con-

trol Nº 7 y el Juzgado de Control Nº 8 de la Primera Circunscripción Judicial 

con asiento en la ciudad de Córdoba, pasarán a denominarse Juzgado de 

Control y Faltas Nº 2, Juzgado de Control y Faltas Nº 3, Juzgado de Control 

y Faltas Nº 4, Juzgado de Control y Faltas Nº 5, Juzgado de Control y Faltas 

Nº 6, Juzgado de Control y Faltas Nº 7 y Juzgado de Control y Faltas Nº 8, 

respectivamente, los que tendrán la competencia que tienen los Juzgados 

de Control y el Juzgado de Faltas a suprimirse.

Artículo 6º.- Créase en la Primera Circunscripción Judicial con asiento en 

la ciudad de Córdoba, una Fiscalía de Ejecución Penal que se denominará 

Fiscalía de Ejecución Penal de Primera (1a) Nominación.

Artículo 7º.- Sustitúyese la denominación de la Cámara en lo Criminal de 

Duodécima (12a) Nominación de la Primera Circunscripción Judicial con 

asiento en la ciudad de Córdoba, por la de “Cámara de Acusación”.

Sustitúyense las denominaciones de la Cámara en lo Criminal de Primera 

(1a) Nominación, Cámara en lo Criminal de Segunda (2a) Nominación, 

Cámara en lo Criminal de Tercera (3a) Nominación, Cámara en lo Criminal 

de Cuarta (4a) Nominación, Cámara en lo Criminal de Quinta (5a) Nomina-

ción, Cámara en lo Criminal de Sexta (6a) Nominación, Cámara en lo Cri-

minal de Séptima (7a) Nominación, Cámara en lo Criminal de Octava (8a) 

Nominación, Cámara en lo Criminal de Novena (9a) Nominación, Cámara 

en lo Criminal de Décima (10a) Nominación, Cámara en lo Criminal de 

Undécima (11a) Nominación, y Cámara en lo Criminal de Décimo Tercera 

(13a) Nominación, todas de la Primera Circunscripción Judicial con asiento 

en la ciudad de Córdoba, por las siguientes: Cámara en lo Criminal y Co-

rreccional de Primera (1a) Nominación, Cámara en lo Criminal y Correccio-

nal de Segunda (2a) Nominación, Cámara en lo Criminal y Correccional de 

Tercera (3a) Nominación, Cámara en lo Criminal y Correccional de Cuarta 

(4a) Nominación, Cámara en lo Criminal y Correccional de Quinta (5a) 

Nominación, Cámara en lo Criminal y Correccional de Sexta (6a) Nomina-

ción, Cámara en lo Criminal y Correccional de Séptima (7a) Nominación, 

Cámara en lo Criminal y Correccional de Octava (8a) Nominación, Cámara 

en lo Criminal y Correccional de Novena (9a) Nominación, Cámara en lo 

Criminal y Correccional de Décima (10a) Nominación, Cámara en lo Crimi-

nal y Correccional de Undécima (11a) Nominación y Cámara en lo Criminal 

y Correccional de Duodécima (12a) Nominación, respectivamente.

Artículo 8º.- Facúltase al Tribunal Superior de Justicia a ampliar la compe-

tencia en materia de violencia familiar a los tribunales mencionados en la 

presente Ley de acuerdo a las necesidades.

El Tribunal Superior de Justicia dictará las normas prácticas que resulten 

necesarias para la implementación gradual de los tribunales creados en la 

presente Ley, proveyendo todo lo conducente a la asignación de órganos 

integrantes y personal con que contará cada uno de ellos.

Artículo 9º.- Incorpórase al Libro III de la Ley Nº 8435 y sus modificatorias

-Orgánica del Poder Judicial-, el Título IV ter que contiene el artículo 112 

ter, los que quedan redactados de la siguiente manera:

“TÍTULO IV TER

Oficina Judicial

Artículo 112 ter.- Los Jueces y Tribunales serán asistidos por una Oficina 

Judicial cuya estructura y funciones serán reguladas por el Tribunal Supe-

rior de Justicia.”

Artículo 10.- Derógase el inciso a) del artículo 65 de la Ley Nº 9944 -de 

Promoción y Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes en la Provincia de Córdoba-.

Artículo 11.- Modifícase el inciso a) del artículo 66 de la Ley Nº 9944 -de 

Promoción y Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes en la Provincia de Córdoba-, el que queda redactado de la 

siguiente manera:

“a)	 Practicar la investigación preparatoria en los delitos de acción pública 

que se atribuyeren a menores de dieciocho (18) años de edad.”

Artículo 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA LEGISLATURA PROVINCIAL, 

EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA, A LOS DIECISÉIS DÍAS DEL MES DE 

NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.

FDO.: MARTÍN MIGUEL LLARYORA, VICEGOBERNADOR, PRESIDENTE - GUI-

LLERMO CARLOS ARIAS, SECRETARIO  LEGISLATIVO

PODER EJECUTIVO

Decreto Nº 1613

Córdoba, 17 de noviembre de 2016

Téngase por Ley de la Provincia Nº 10.403, cúmplase, protocolícese comu-

níquese, publíquese en el Boletín Oficial, archívese.

FDO.: JUAN SCHIARETTI, GOBERNADOR - LUIS EUGENIO ANGULO, MINISTRO 

DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL 

DE ESTADO
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